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			PRÓLOGO A LA SEGUNDA EDICIÓN


			Ana María Stuven T.


			SERVA ORDINEM…


			ET ORDO SERVABIT TE...


			Proverbio latino


			Reeditar un libro 23 años después de su publicación original tiene sentido para poner nuevamente a disposición un trabajo que relevó la importancia del debate público en distintas esferas de la cultura durante el siglo XIX. Uno de sus hallazgos fue identificar el apego al orden —entendido en todas sus dimensiones— como uno de los rasgos que mejor definían la cultura de la clase dirigente chilena. Una pulsión por el orden que afloraba cada vez que una crisis ponía en duda su vigencia. Esta surgía de una concepción abierta al cambio, pero conservadora en la defensa de su gradualidad y del respeto a la tradición histórica. 


			En el tiempo transcurrido desde su fecha de publicación, la historia intelectual, como renovación historiográfica, contribuyó a confirmar el enfoque presente en el libro original, y que transitaba de la historia de las ideas tradicional, centrada en autores y textos canónicos y en la consistencia interna de ellos, a nuevas formas de entender este campo disciplinar liderado por la denominada Escuela de Cambridge, la tradición francesa de una historia conceptual de lo político y la historia conceptual alemana. Ellas han prestado un marco teórico que permite leer sus páginas teniendo en cuenta estos aportes, especialmente la comprensión de lo político como un campo que abarca todo aquello que concierne a la polis, como lo comprende Pierre Rosanvallon, incluyendo, por cierto, la cultura y sus expresiones.


			La seducción de un orden buscó responder preguntas con respecto al proceso de construcción de lo político chileno a través de las polémicas políticas y culturales que se libraron durante la primera mitad del siglo XIX. Ellas fueron expresión de la búsqueda por parte de la clase dirigente chilena de elementos que le permitieran dar curso al proceso de superar la crisis desencadenada por el quiebre con el antiguo régimen, y debatir sobre los valores, creencias e ideas políticas que debían inspirar la nueva creación nacional y estatal. Tenía sentido recordarlas en momentos en que, la década del noventa y del 2000, el país emprendía un nuevo proceso de creación política y cultural después de la crisis desatada tanto por la dictadura militar como por las rupturas que esta ocasionó sobre la visión histórica y el tejido social chileno.


			Este nuevo prólogo no reemplaza, sino que se agrega al anterior para mantener el espíritu que inspiró el libro en su momento, con sus fortalezas y debilidades. No obstante, me parece interesante asumir que, actualmente, su atractivo también radica en la oportunidad de retomar algunas de las discusiones presentes en el texto para pensar aspectos de la realidad contemporánea y, eventualmente, enriquecer la comprensión del presente desde cierta perspectiva histórica. Hay coincidencias que lo justifican. En primer lugar, la identificación de la primera mitad del siglo XIX como un momento de profunda aceleración histórica, al igual que aquel que experimenta la sociedad actualmente. 


			Efectivamente, la nueva realidad que inauguraron las revoluciones de independencia vino acompañada de una también nueva concepción del tiempo asociada a los conceptos de historia, progreso y revolución. Los contemporáneos de esos procesos, debido a la profundidad del cambio en todos los marcos de referencia a los cuales podían apelar para interpretar la realidad, convirtieron la política y la cultura en un área problemática. No existía una teoría que pudiera adecuarse a las prácticas que parecían razonables para una clase dirigente a la cual el republicanismo imponía marcos conceptuales incompatibles con su concepción del pueblo soberano, de la representación, de la ciudadanía y de los derechos. El proceso que se inició con el establecimiento de la república englobó los tiempos de la vida, los de los individuos y de las generaciones, convirtiéndolos en protagonistas prácticamente únicos. Ello los animó en un ímpetu creador, pero también, como explica Javier Fernández Sebastián, los atemorizó haciéndoles sentir “sumisos peleles” en manos de un destino inexorable. Ese tiempo trastornado que les tocó vivir parecía insólitamente acelerado, y provocó simultáneamente sensaciones de esperanza, preocupación y pánico. Los debates que recoge este libro son justamente expresión de la búsqueda de puntos comunes y expresión de las divergencias a partir de los cuales intentar acordar el proyecto a diseñar. Las ideas de perfeccionamiento y progreso lanzaban la reflexión hacia el futuro provocando un quiebre, como ha descrito Reinhart Koselleck, entre expectativas y experiencias, tornando problemático iluminar el futuro desde la historia tradicional. Lo describió inmejorablemente Alexis de Tocqueville en su Democracia en América (1840), cuando afirmó que, retrocediendo de siglo en siglo hasta la antigüedad más lejana, no lograba percibir nada que se pareciera a aquello que estaba ante sus ojos. Le pareció que el espíritu marchaba entre tinieblas, justamente porque carecía de puntos de referencia conocidos para orientar sus reflexiones.


			Las clases dirigentes chilenas de la primera mitad del siglo XIX pudieron enfrentar la incertidumbre y las crisis de las primeras décadas por su confianza irrestricta en la idea de progreso. La sociedad avanzaría, inexorablemente, de un estadio de menor desarrollo a uno de mayor. Solo restaba encontrar las fórmulas adecuadas —vaivenes los hubo y muchos— que con seguridad aparecerían en el tiempo. La concepción de progreso, como un tránsito entre un estadio y otro, aportaba un espacio de experimentación que se exacerbó, a ratos con violencia, y a otros con proyectos que se frustraban a corto plazo.


			Sin embargo, hubo circunstancias que permitieron que la década de 1840 inaugurara tiempos nuevos, un “nuevo orden”, como describe la primera parte del libro, y que sucede después de los momentos revolucionarios, reorientando el poder. Fue lo que sucedió cuando Manuel Bulnes asumió la presidencia. Un militar victorioso en una guerra que unió a la clase dirigente luego del asesinato de Portales, un miembro del mismo grupo dirigente, casado con la hija del presidente “liberal”, Francisco Antonio Pinto. Bulnes fue la figura que abrió el espacio para que se cerraran no todos, pero algunos de los conflictos anteriores, y para que el país se encaminara por una senda de mayor estabilidad y progreso —también con interrupciones— que duró varias décadas. Los protagonistas de los debates que surgieron han sido designados por la historiografía como una “generación”. La generación de 1842 asumió el liderazgo del proceso, unida en torno a una particular concepción de república, al catolicismo como visión del mundo y su iglesia como factor de orden social, y a la noción de orden político y social, informando y controlando el tránsito hacia el futuro. Fueron los consensos los que aportaron la certidumbre necesaria para abrir el debate, un debate —por cierto— con límites establecidos por los mismos consensos, y que Francisco Bilbao sobrepasó al cuestionarlos. Ante la duda sobre los efectos sociales y políticos de la actualización republicana y de la democracia para la mantención del orden, proponían lo que Joaquín Fermandois ha llamado “la democracia postergada”.


			En la historia de Chile no hay muchas “generaciones políticas”; sí literarias, artísticas. A riesgo de omitir alguna, probablemente la más importante desde 1848 fue la que se separó del Partido Conservador, se agrupó en torno al pensamiento socialcristiano, a la doctrina social de la Iglesia y a las ideas de Jacques Maritain, y formó la Falange en la década del treinta del siglo XX, de la cual surgió la Democracia Cristiana la década del cincuenta. Figuras como Eduardo Frei Montalva, Bernardo Leighton, Rafael Agustín Gumucio, Radomiro Tomic, mencionar solo a algunos, lograron articular un proyecto y un partido político, con una visión de país que marcó la política chilena prácticamente durante toda la segunda mitad del siglo. Sin pretender extrapolar experiencias y procesos del pasado a la situación actual chilena, es notable que muchos autores han llamado al grupo de jóvenes que ha asumido protagonismo político en las últimas décadas como una “generación”. Entre ambas, la actual y la de 1842, hay muy poco en común, salvo considerarse ambas llamadas a liderar un cambio histórico. El libro, como es obvio, no ahonda en las diferencias entre ambas generaciones. Es probable que ellas asomen —queda a la intuición del lector— desde una mirada atenta a los debates, a las inquietudes, a los conflictos y a los consensos al interior de la generación de 1842.


			La primera generación, la del siglo XIX, se propuso comprender y guiar el cambio histórico y la crisis abierta con la separación de la monarquía hacia el futuro, desde un horizonte abierto al futuro, al pensamiento republicano y a la visión de progreso que guiaba la historia. Se había producido un recambio en los referentes políticos, pero la estructura social se mantenía casi intacta. Integraron y debatieron sobre los nuevos conceptos políticos, pero con la cautela de no subvertir todos los órdenes. Por el contrario, valoraron, sobre todo, la paz y el cambio gradual, como lo defendiera incesantemente Andrés Bello. “La Ilustración”, escribió, “no puede difundirse en pueblos nuevos en medio de las conmociones y de los disturbios [...] es hija de ese tiempo venturoso (que hace que) lo hombres se separen de esa senda peligrosa de contingencias políticas”. En su obra, así como en la de sus contemporáneos de generación, aparecían claramente dos clivajes: entre la elite y el pueblo y también entre el orden y el caos. 


			Casi dos siglos han transcurrido. La idea de progreso propia de la modernidad ya no guía la historia. Las aguas revolucionarias del siglo XX corrieron bajo los puentes de nuestro país; las reacciones autoritarias le siguieron, marcando a sangre y fuego el pasado y el presente. Décadas de prosperidad parecieron súbitamente desaparecer del horizonte dejando que, en las últimas, aparecieran la violencia y la desesperanza. 


			Una nueva generación irrumpió en el siglo XXI, promoviendo una ruptura total con el pasado. La generación de 1842 propuso y lideró los cambios necesarios a la política y la cultura chilenas desde una postura de cambio gradual, propia del pensamiento conservador. En cambio, la generación joven, que en los últimos años asumió la representación de las posturas de cambio, propone reformas radicales, no nuevas en nuestra historia, como serían la refundación del Estado y la cultura. La idea misma de nación les parece pertenecer a una historia construida desde las elites y contraria al pueblo. Representan, sin duda, el espíritu de la época, identificable también en otras latitudes, lo que no torna extraño que rechacen las identidades colectivas y las mediaciones institucionales. Tienen la dificultad adicional, propia de sociedades secularizadas, de carecer de las claras orientaciones normativas y de los criterios de verdad que acompañaron, por ejemplo, a la generación de 1842.


			Es valioso que quieran sacudirse de estructuras aparentemente añejas. Su desafío, no obstante, es saber articular proyectos comunes en el contexto de desorientación —o de anomia— que surge desde el cuestionamiento a los órdenes que cohesionaban históricamente al grupo social. Lo anterior, especialmente si las controversias que tensionan las polaridades elite-pueblo y orden-caos se ven acompañadas de la polaridad amigo-enemigo, lo cual hace aún más complejo lograr el consenso necesario para decidir en torno a las cuestiones fundamentales que requiere convivir en una sociedad compleja y pluralista.


			La generación actual tiene, en común con la de 1842, experimentar la percepción de aceleración del tiempo histórico, pero con características muy distintas. El régimen de historicidad moderno, que correspondió a la generación de 1842, como ha señalado François Hartog, ha sido dislocado. Vivimos, probablemente desde las últimas décadas del siglo XX, una crisis de futuro. El pensamiento utópico moderno y la confianza en el progreso han sido desplazados por un presente apocalíptico. La locomotora de la historia parece haberse detenido —no solo por el fin de las ideologías que informaban la realidad—, abriendo paso a nuevas prácticas, consignas y conceptos que se traducen en políticas: memoria, patrimonio, conmemoración, identidad. Todas ellas construyen un pasado como eterno presente, restando toda perspectiva de futuro.  


			Escribimos estas líneas cuando se cumplen cincuenta años del golpe militar de 1973. Una de las preguntas que inspiraron la primera edición tuvo relación con el apoyo que sectores de incuestionable vocación democrática brindaron inicialmente al derrocamiento del gobierno de Salvador Allende. Una de las respuestas que surgió de la investigación histórica fue la presencia constante en la clase dirigente del temor al desorden, en todas sus dimensiones. Recuperar el orden —un cierto orden como antónimo del caos percibido y como rechazo a propuestas de cambio radicales— habría servido de justificativo para terminar con el experimento de la Unidad Popular, aun a costas del orden político e institucional democráticos. El temor al caos resultó ser más potente que el resguardo de la democracia. Retornar a ese orden fue traumático y las heridas del proceso aún sangran.  


			La historia ha demostrado que la democracia es frágil; que los chilenos optan por quienes ofrecen orden frente a situaciones que parecen desbordar la convivencia democrática, como lo hicieron en septiembre de 2022 y en mayo del 2023, reaccionando contra los excesos de la Convención Constitucional, la inseguridad pública, la crisis migratoria y temiendo una crisis de gobernabilidad. 


			En 1984, Norbert Lechner publicó La conflictiva y nunca acabada construcción del orden deseado, hoy una obra clásica de la sociología chilena. Defendió el debate y la deliberación como necesidades para la decisión colectiva, argumentando el carácter inacabado de la construcción política, la necesidad de su institucionalización y su relación con el tiempo. La experiencia histórica permite pensar que la construcción política nunca logrará completar el “orden deseado”, pero aun así, la política es el espacio para que las posiciones se acerquen y muevan en la dirección correcta.  


			La búsqueda del orden que animó a la generación de 1842 y a los forjadores del Estado chileno arraigaba en una pregunta ética sobre los aspectos normativos de la vida social, esenciales para lo que hoy llamamos la convivencia democrática. Desde su perspectiva, se trataba de los aspectos normativos que permitirían consolidar una nación y construir un Estado. Un orden entendido como un “ordenamiento” en el cual pudieran reposar las libertades republicanas. Es lo que más tarde Émile Durkheim, republicano como los de la Generación del 42, describiría como la necesidad de conciliar un individualismo moral con la pertenencia a una comunidad política.


			Lo que está en juego hoy es justamente la existencia de esa comunidad política. Una comunidad que reivindique el valor del orden, pero que desarrolle vínculos de pertenencia; que supere los clivajes orden-caos, elite-pueblo, amigo-enemigo. La historia de los cincuenta años transcurridos desde el golpe militar de 1973 ha demostrado que los extremos, el orden, sin sus condicionantes éticas, entendido como represión —o “cancelación” del adversario—, y el desorden como estrategia de lucha política, no conducen al “orden deseado”. Los recuerdos que surgen debieran refrescar la memoria sobre el costo de los quiebres institucionales y sus repercusiones directas sobre la sociedad. El diálogo democrático es la única posibilidad para urdir nuevamente el tejido social y que la vida colectiva se convierta en una empresa común. La historia de Chile aporta ejemplos enaltecedores.    


			Llifén, junio de 2023
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			INTRODUCCIÓN


			EI rango de las preguntas que se formula el historiador se ha ampliado considerablemente en las últimas décadas en su afán incansable por indagar sobre el hombre y sus entornos. Este fin de siglo, con sus convulsiones, dolores y esperanzas, ha exigido de la disciplina nuevas miradas para aproximarse a la comprensión del pasado. La tradicional historia política e institucional, así como la historia de las ideas, fueron reemplazadas drásticamente después de la Segunda Guerra Mundial por las “nuevas historias”, centradas en los problemas sociales y económicos. No obstante, en un eterno retorno a lo político y cultural, el transcurso del tiempo, materia de historiadores, demostró que la dinámica de la política y de la cultura exigía nuevas perspectivas de investigación que explicaran la complejidad de los hechos.


			En Chile, el quiebre democrático y los desarrollos políticos posteriores han mantenido a la política como eje de reflexión, y han sido motivo de reencuentro con la historia patria y sus mitos; de retorno al eterno sino latinoamericano de búsqueda de la identidad. A menudo, la pregunta sobre la identidad se relaciona con una reflexión en torno a los orígenes. La democracia, convertida en hito para analizar los problemas sociales y políticos, ha sugerido preguntas que remiten hacia el siglo XIX, momento fundacional de la república, del Estado chileno, y momento originario del proceso de construcción nacional. Gracias también a transformaciones intelectuales en la Europa de las últimas décadas, las herramientas que aporta la historiografía contemporánea permiten enfrentar el desafío de las nuevas preguntas, aproximándose desde nuevos enfoques que reincorporan a la política y la cultura como claves fundamentales.


			Los valores, las ideas, los actores políticos reales constituidos en grupos y redes, las prácticas políticas y culturales han surgido con fuerza como temas de investigación en la historia política. Los estudios en torno a las sociabilidades y a la modernidad, como la gran transformación que opera entre finales del siglo XVIII y mediados del XIX, han sido, en parte, consecuencia de las nuevas miradas. El mundo moderno es el resultado del surgimiento del individuo como referencia central sobre el hombre y la sociedad; una mutación ideológica vinculada con la Ilustración europea. El individuo establece formas de sociabilidad caracterizadas por la asociación libre y por configurar espacios cuyo fin es la discusión. En términos políticos, la modernidad es el fin del Antiguo Régimen, y el paso hacia el imperio del concepto de soberanía popular, con sus imperativos de representación y de definición de un cuerpo de ciudadanos que la actualicen. Ello implica una nueva forma de legitimidad contractual que se opone a la legitimidad histórica, y que se deposita en un ente abstracto que es el pueblo. En el caso particular americano, la modernidad corresponde al período de reemplazo de la legitimidad monárquica por la republicana. La modernidad política impuesta de súbito sobre una sociedad tradicional.1


			Uno de los resultados más palpables de este mundo moderno basado en relaciones igualitarias, es el surgimiento de una opinión pública constituida en figura retórica central de nuevas formas de relación entre el hombre, la cultura y la política. Designa una nueva forma de autoridad, un tribunal supremo al que ningún poder puede oponerse. La noción de opinión pública como tribunal político ha sido enfatizada por Jürgen Habermas, referencia ineludible para todo análisis sobre la transición hacia nuevas formas de comunicación.2 Siguiendo la definición de Habermas, son también opinión pública las reflexiones críticas de un público competente para formarse sus propios juicios.3 Habermas relaciona su surgimiento con fenómenos como la despersonalización de la autoridad estatal que dio origen a la sociedad civil y el aparecimiento, en consecuencia, de una esfera pública, concebida como la esfera de los privados que se reúnen en público usando como medio la razón. Esta nueva esfera de lo social configuró un campo de batalla donde se debatía con el poder público. También estableció una nueva forma de contacto entre el Estado y la sociedad. Es decir, los temas sociales y políticos fueron considerados legítimamente tareas cívicas de una sociedad comprometida en el debate público crítico.


			El enfoque habermasiano contiene limitaciones, pero permite al historiador de Chile hacer confluir fenómenos históricos importantes, como los procesos de consolidación del Estado y de configuración de la nación, con la constatación de la proliferación de debate público y de discusión cultural y política, que aflora estrepitosamente a partir de la década de 1840. Entre las instituciones y prácticas que conforman la esfera pública, la prensa fue el conducto por excelencia para el debate público.4 Los panfletos y folletos que circularon, incluso antes de la Independencia, fueron su antecesor. Sin embargo, en Chile, especialmente a partir de la década del cuarenta y el fortalecimiento de la imagen del intelectual como portavoz de la opinión pública, la prensa se convirtió en espacio privilegiado de polémica, constituyéndose cada órgano en un interlocutor en sí mismo, a través de sus editores y de la recién constituida opinión pública que pensaba y debatía sobre el Estado y la sociedad.


			El espacio público es el espacio de la sociedad misma, el cual se actualiza en el intercambio de opiniones. Es un espacio de libertad, abierto, en el que los ciudadanos opinan sobre temas universales. Es un lugar donde se resuelven los conflictos sobre la base de la argumentación. En el caso chileno, el debate crítico se centra en la organización del cuerpo social, en las características de la nación, en la organización del Estado y en sus principios legitimadores.


			Este espacio adquirió un brillo especial a partir de 1841 y de la asunción de Manuel Bulnes a la presidencia de la República. Él inauguró oficialmente un período que se había iniciado algunos años antes y que se caracterizaba por una conciencia nacional impregnada de visiones triunfalistas que habían surgido después de la victoria bélica contra la Confederación Perú-Boliviana. Su ingreso al palacio presidencial estuvo marcado por el signo de la liberación de las normas que regían la discusión política y por proyectos de gran envergadura, apoyados en una bonanza económica proveniente fundamentalmente de la minería.


			La década que se inició con la administración de Bulnes constituye un momento fundacional de la identidad cultural chilena. Atrás quedaban los momentos más álgidos de la lucha por la instauración de un Estado constitucional, aparentemente consolidado, luego de la firme imposición del orden por parte del desaparecido ministro Diego Portales. El poder constituido se había afianzado en manos de la clase dirigente criolla y esta demostraba una seguridad tal en su rol de depositaría de la autoridad legítima que permitía y participaba de las discusiones que surgían con respecto a nuevos proyectos.


			Las preguntas de este libro se impusieron por su presencia ineludible. Primero se materializaron en una tesis doctoral defendida en la Universidad de Stanford titulada Social Consensus in Chilean Political Culture: Disputation and Dissent, 1841-1851 (1991). Como toda creación, sufrió los avatares de la vida misma, en un prolongado letargo de acción pero no de reflexión. Las preguntas se hicieron más complejas, pero se mantuvo la actitud de respetuosa búsqueda y de respeto al convencimiento de que los problemas históricos deben estar contenidos en las fuentes. Los enfoques epistemológicos e interpretativos solo permiten hacer más comprensible lo que las fuentes contienen. La prensa chilena de 1841 alzaba su voz de una manera que a cualquier lector atento no podía escapársele. Cómo no ser sensible a la polémica, especialmente si inmersa en las circunstancias de la década del ochenta en Chile, el tema del debate político parecía un elemento fundamental para recomponer las bases de una nación que, por circunstancias muy diversas, se encontraban fracturadas. La inserción en la coyuntura histórica me exigió reconocer un problema histórico al visualizar una vinculación, hasta ese momento imperceptible, entre opinión pública, cultura política y la polémica. La posibilidad de la polémica durante la década de 1840 hablaba de alguna profunda mutación que permitía su surgimiento, así como de la existencia de una determinada cultura política, donde pudo expresarse.


			Entiendo por polémica el arte o la práctica de la argumentación o controversia; un diálogo o disputa que implica el reconocimiento de la legitimidad del contrincante y de su posición. La cultura política incluye los valores, las creencias y los símbolos que definen la situación en la cual se desarrolla la acción política. Ocupa, en otras palabras, el ámbito subjetivo de la política.5


			Los principales actores de la polémica eran los miembros de la clase dirigente, la única con acceso a la educación y a la práctica en la tribuna pública. La revolución de la Independencia había desplazado el poder político hacia los grupos que detentaban el poder social durante la Colonia, los cuales consideraban que el mando les pertenecía. Incluía a la aristocracia de raigambre colonial, especialmente a los terratenientes, aunque estos no constituyesen el actor principal, ni de las revoluciones independentistas, ni de los primeros gobiernos republicanos. El sector más representativo de la nueva nación fue un grupo que, compartiendo el origen aristocrático, asumió caracteres burgueses. Sus representantes fueron mercaderes, hombres de trabajo, militares e intelectuales, quienes percibieron la necesidad de introducir reformas políticas y sociales. A diferencia de Europa, por lo tanto, la aristocracia chilena no fue desplazada del poder, sino reinstalada en el gobierno político, y sectores de ella pudieron adaptarse a los requisitos de su nueva condición, convirtiéndose en hombres de pensamiento y de acción.


			El Estado chileno fue una creación del sector dirigente; con el correr del tiempo asumió su propia dinámica. La cohesión social y la comunidad de valores configuraron lo que Alberto Edwards ha llamado la “fronda aristocrática”, casi siempre hostil a la autoridad de los gobiernos y, a veces, en abierta rebelión contra ellos.6 La clase dirigente chilena del siglo XIX guio sus acciones por el respeto hacia sus valores, teniendo en consideración una “razón de Estado”, más pragmática y propiamente política. Desde este punto de vista fue un grupo homogéneo, en el cual las diferenciaciones convencionales entre liberales y conservadores, tan comunes en América Latina, no responden más que a actitudes pragmáticas o a problemas de énfasis. Subyace siempre a todo análisis de las ideas la necesidad de tener en cuenta los problemas conceptuales y la dificultad de trasponer contenidos definidos para otras realidades. En el caso chileno, más allá de su reivindicación republicana, el contenido del liberalismo que prevalecía durante el siglo XIX no incluía al pueblo en la plenitud de sus derechos.7 La clase dirigente era un grupo esencialmente conservador, abierto hacia un cambio que se percibía como inevitable, y al cual había que conducir a fin de no alterar el rumbo trazado y la estructura de poder consolidada por la misma elite. En ocasiones, especialmente cuando no sentía amenazado el orden social, se identificaba con un liberalismo definido casi exclusivamente en oposición al predominio institucional de la Iglesia. Un buen ejemplo de lo anterior es la figura de Ramón Errázuriz, primer presidente de la Sociedad del Orden en 1845, quien en 1849 fue designado candidato presidencial por los liberales. También Domingo Santa María transitó desde la Sociedad del Orden hacia el partido progresista para retornar al autoritarismo durante su mandato presidencial entre 1881 y 1886.


			La visión predominante al interior de esta clase dirigente en 1840, era su comprensión de la cultura política como formas de sociabilidad política que se visualizaban en transición. Influidos por Rousseau, Voltaire, Saint Simon, Reynal y, en general, por la Ilustración francesa, cuyas obras llegaban al país a pesar de las censuras, los miembros del grupo dirigente entendían el tiempo como una forma de penetración al futuro, y no solamente como historia acumulada. El presente es el espacio entre ambas tensiones; un pasado que hay que comprender y elaborar para hacerlo historia, y un futuro incierto y temido.


			Se trata de una generación, llamada genéricamente de 1842, que concebía la sociedad en movimiento, en tránsito hacia algo que aún no era. El espacio en que se transitaba se encontraba vacío; era una suerte de reino de imprevisibilidad permanente donde subsistían ciertos elementos estables y consensuales, definidos en torno a valores y creencias. Entendemos que es difícil el análisis empírico de las características del consenso, ya que muchas veces las creencias no están claramente formuladas ni ordenadas sistemáticamente. Aceptamos la indicación de Giovanni Sartori, en el sentido de que la propiedad definitoria del consenso es un “compartir” algo que de alguna manera une. Sartori incluye, entre los elementos compartidos, a los valores que estructuran el sistema de creencias y las reglas del juego que se pactan al interior de la sociedad.8 En el caso de la clase dirigente chilena podemos identificar, por una parte, valores religiosos, éticos e históricos que se derivan de una visión católica de la vida y, por otra, valores político- sociales, que incluyen la valoración del orden social e institucional. Todos los valores confluyen en ejercer un rol fundamental para la permanencia en el poder. El tercer elemento estable es producto de lo que se concibe como el espíritu de la época: un republicanismo riesgoso y definido vagamente en sus alcances. Se le entiende principalmente como una forma de gobierno opuesta a la monarquía; el tránsito de un Estado, encarnado en una figura, a un Estado no encarnado, realidad abstracta y difusa. El grupo que recibe la nueva legitimidad debe crear nuevas legitimidades, lo que se traduce en una búsqueda desesperada de la unidad que impida la disolución social.9 De ahí que, a medida que el republicanismo se asoció crecientemente con demandas democratizantes, la clase dirigente chilena intentó limitar sus alcances alegando las circunstancias particulares de las naciones latinoamericanas, sometidas a las amenazas de la anarquía social y política. Así, de esta fusión entre valores salvados del naufragio del pasado y de nociones sobre los fundamentos del futuro, la clase dirigente chilena intentaba construir la síntesis del presente.


			El consenso en torno a la deseabilidad y legitimidad de estos elementos estables al interior de la clase dirigente es lo que permite que exista la polémica como medio articulador del disenso posible. La visión católica del mundo, el republicanismo y la valoración del orden definieron el marco en el que era culturalmente legítimo polemizar. Permitieron, en definitiva, que se discutiese sobre diversos temas, la mayoría con vinculación política o directamente políticos, sin que se descalificase a priori, moral o ideológicamente, al contrincante. Lo anterior no implica que las polémicas careciesen de violencia personal. Basta recordar que Sarmiento, en la cúspide de su polémica ortográfica, llegó a recomendar el ostracismo nada menos que para Andrés Bello, máxima autoridad intelectual del país en ese momento. Significa tan solo que la discusión era posible y deseada en la medida en la que el planteamiento de la polémica no imponía amenazas inminentes contra los valores establecidos. Se trata, por lo tanto, de formas de articulación de disensos necesarios para configurar una nueva nación en la senda del progreso, desarrolladas al interior de un consenso valórico.


			Los debates en torno a la religión y su relación con la sociedad civil, y especialmente con la sociedad política, son los más álgidos que registra la historia del siglo XIX. Las tendencias secularizadoras del siglo, unidas en algunos casos a la voluntad de profundización de la democracia, fueron motivo de reflexión y conflicto, tanto en Europa como en los países hispanoamericanos. Aunque la polémica sobre la relación entre religión y filosofía y entre Iglesia y Estado se remonta a siglos anteriores, en el siglo XIX sale desde los parlamentos o las instituciones eclesiales a la arena de lo público, con participación activa y legítima de la recientemente constituida opinión pública.


			El análisis en torno a ciertos temas en los que la polémica tuvo amplio desarrollo creativo, como la lengua, la literatura y la historia, nos permitirá delimitar un espacio desprovisto de verdades fijas, y comprobar cuáles fueron los fundamentos sobre los que se quería edificar la identidad nacional, así como los valores que inspiraron una construcción, que contó con la participación de todos los sectores que constituían la clase opinante de la sociedad. Los temas polémicos a los que nos referiremos son explícitos en la discusión y consideramos que es importante tanto valorar como explicar su especificidad. Entendemos que la vinculación política de estos temas, que también es explícita, se relaciona con el poder y con las resistencias que todo poder provoca. Debido a la omnipresencia del poder, nuestra indagación no se dirige tanto hacia por qué se produce la polémica, sino hacia cómo ella se desarrolla, qué importancia asume el tema específico del que se ocupa y la relevancia que tiene para la cultura política. La discusión se integró explícitamente a una noción de cultura política, que implicaba en todos sus aspectos a la noción de poder y a su relación con las expresiones culturales y las formas políticas deseadas para la nación, por un grupo dirigente, que actuaba y pensaba apoyado en un sustrato de legitimidad y consenso mínimo.


			La dinámica de la polémica nos enfrentará también al problema de los límites. En cada una de ellas, se hace evidente la relación entre discurso, educación y poder, la cual otorga tensión a la discusión. Sin embargo, en cierto momento, la polémica excede el sustrato de legitimidad que aporta la base consensual en torno a los valores constituyentes de la identidad nacional. Ello provoca la reacción inmediata de la clase dirigente hacia la marginación del desafío planteado. En ese caso hablamos de “polémica rupturista”, ejemplificada en el caso del artículo “Sociabilidad chilena”, publicado por Francisco Bilbao en 1844. A través de la constatación del desafío y de la existencia de límites a la discusión, se puede demostrar, por reacción, la vigencia de los valores que hemos identificado como constitutivos de la cultura política de la clase dirigente, sobre la cual se quería fundar la nueva nación chilena.


			El análisis de los desafíos planteados por esta obra hacia la cultura nacional, definida como católica o, en lenguaje de Bilbao, hacia la “sociabilidad” católica, en conjunto con la revisión de los términos de la condenación pública que mereció, nos permite establecer los límites que la clase dirigente fijaba a la polémica. Por ejemplo, no era reprobable discutir sobre el problema institucional entre la Iglesia y el Estado, pero sí había restricciones para la discusión en el ámbito religioso, que desde la Independencia quedó fuera del campo de la opinión.10 En el caso de Bilbao, él se rebeló contra el fundamento católico de la sociedad, sugirió una nueva jerarquía encabezada por la idea de soberanía popular, y se refirió al pueblo como una clase social oprimida y marginada. Sus postulados, particularmente aquellos que desafiaban la concepción católica del mundo, implicaban una trasgresión a las normas sobre impresos, y especialmente un rompimiento con las normas que sustentaban el consenso, justificando que Francisco Bilbao fuera expulsado del debate. El orden y el republicanismo fueron redefinidos al margen de la institucionalidad católica, lo que justificó que su obra se quemara en la plaza pública y que su autor fuera condenado por blasfemo e inmoral, de acuerdo con una legislación que establecía esta sanción para todo impreso que atacase “los dogmas de la religión católica, apostólica, romana, o que contenga expresiones ofensivas al respeto debido a Dios, a la Santísima Virgen y a los Santos”.11


			A pesar del proceso creciente de secularización que alarmaba a la Iglesia y a los espíritus más tradicionalistas de la sociedad chilena, una visión católica del mundo continuó predominando en la cultura política chilena durante todo el período que nos ocupa (y por mucho tiempo). En nuestra opinión, la secularización de la cultura antecede con mucho las leyes laicas de la década de 1880, y la separación entre la Iglesia y el Estado recién promulgada en 1925.12 Efectivamente, la década de 1840 aporta numerosos indicios que justifican la reacción defensiva de la Iglesia, y que permiten rastrear este proceso de cambios de actitud, por medio de los cuales las personas se sienten inclinadas crecientemente a relaciones causa-efecto perceptibles en el mundo que les rodea. La polémica sobre filosofía de la historia, donde se plantea la superación del Providencialismo, es uno de los ejemplos que hablan de un debilitamiento progresivo de estándares de legitimación basados en la costumbre y el carisma, y su reemplazo por categorías racionales de eficiencia.13 La publicación de “Sociabilidad chilena” y su posterior escándalo son ya indicios más claros de la presencia de fisuras en la catolicidad de sectores de la clase dirigente, responsable de aportar la visión de mundo del grupo dominante.


			La unidad de este libro no está dada por un hilo cronológico. No obstante, para su argumentación es fundamental constatar que las principales polémicas, incluyendo los primeros desafíos abiertos a la autoridad de la Iglesia, se producen especialmente entre 1842 y 1844, época de apogeo de lo que hemos llamado el auge consensual del gobierno de don Manuel Bulnes. Solo la discusión sobre filosofía de la historia, que se inicia en 1844 con la publicación por parte de José Victorino Lastarria de sus Investigaciones sobre la influencia social de la Conquista y del sistema colonial de los españoles en Chile, se reactualiza en 1848 con el Bosquejo histórico de la Constitución del Gobierno de Chile durante el primer período de la revolución de 1810 a 1814. Sin embargo, como ambas polémicas constituyen una unidad, las trataremos en conjunto.


			La primera parte de este libro analiza el contexto histórico de continuidad y cambio que surge con la Independencia, explicitando el ámbito en el cual se expresó el consenso valórico de la clase dirigente y su relación con la lucha por la mantención de la hegemonía de su poder político y social. Entendemos, por hegemonía, el predominio que ejerce un grupo sobre los miembros de la sociedad. Incluye las normas y valores, no solo políticos, que integran su visión del mundo, los cuales se imponen sobre toda la sociedad. La hegemonía reposa sobre un acuerdo, lo que explica la importancia que asume la función educativa para el grupo hegemónico.14 Esta relación se hace más evidente cuando surgen los primeros desafíos, percibidos o reales, a esa estructura de poder, ocasionando el cierre paulatino del grupo dirigente en torno a sí mismo y a los valores que sustentan su permanencia en el poder. Hacemos un esfuerzo, por tanto, por reflejar la evolución de este proceso dialéctico entre la posibilidad de polémica y la percepción de confianza por parte de la elite en cuanto a la perdurabilidad de su hegemonía, desde el punto de vista de los elementos que hemos definido como consensuales. La noción de peligro invadió la cultura política en un proceso que no tiene fecha fija pero sí hitos relevantes en su desarrollo.


			Los temas que se debatieron en la década de 1840, principalmente a través de la prensa, fueron múltiples e incluían todos los ámbitos de la cultura: la educación, la historia, la lengua, la literatura, la prensa, la religiosidad. En la segunda parte del libro analizamos las polémicas más representativas, seleccionadas en la medida en que, además de su especificidad como tema, articulan un discurso sobre la sociedad en general. Nos concentramos en las polémicas sobre lenguaje de 1842 y 1843, sobre literatura de 1842, y sobre filosofía de la historia de 1844 y 1848. Todas ellas tuvieron un referente común producto de la preocupación predominante por la organización socio política. La conclusión se encuentra contenida especialmente en el capítulo 8, donde se explicitan los límites de la polémica con la publicación de “Sociabilidad chilena”. Se analiza el contenido del trabajo, las interpretaciones que mereció, las formas de respuesta que suscitó, el significado de las acusaciones deducidas contra Francisco Bilbao y tanto la relevancia como las proyecciones del episodio para la cultura política chilena.


			La fuente principal de este trabajo es la prensa diaria y periódica. No podía ser de otro modo, no solo porque el problema surgió desde la prensa, sino porque el periodismo era la gran vía de intercambio cultural entre intelectuales. Los diarios y periódicos eran la tribuna donde se expresaban las inquietudes políticas y sociales, y donde se exponía el proyecto de nación. Existía conciencia de su poder como vehículo de divulgación de ideas, razón por la cual todo lo que en ella se decía era importante. La clase dirigente chilena desplegaba toda su imaginación y poder ante el papel impreso. Así lo reconocía el primer diario de la nación, El Mercurio, en 1844: “La prensa periódica es, en la América española, el instrumento de la reforma. Ella contiene todas las verdades, todos los principios destinados a reemplazar el lote que la tradición nos ha legado».15 Con ese poder, indudablemente la prensa es el mejor reflejo de las tensiones, de las esperanzas y de los temores de la sociedad de su época. Reproduce articulaciones sobre la verdad para la nación y el Estado, expresadas en forma explícita. Pensamos que esa verdad se encontraba en la superficie de las palabras utilizadas. De ahí que hemos intentado dejar que los actores hablen por sí mismos, dándoles la palabra con reverencia y sin prejuicios.
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			I. LOS CONSENSOS


			República, orden social y catolicidad en las primeras décadas de la Independencia, 1810-1840


			1. Tradición y modernidad: La república


			La paradoja inicial en la creación del Estado de Chile es una república que la clase dirigente acepta y desea, pero simultáneamente teme y rechaza. La acepta como el signo de los tiempos, la desea como alternativa a la monarquía; le teme por los riesgos que implica para el orden social, y la rechaza por considerar que las condiciones necesarias de civilización del pueblo no están dadas aún en el país. Es decir, en el momento en el que el grupo que naturalmente heredó las legitimidades políticas puso en marcha su proyecto de creación del Estado chileno republicano, esta forma de organización institucional distaba mucho de ser unánimemente valorada en toda su complejidad. De ahí que las articulaciones políticas, que derivaron en una organización institucional, pudieran consolidarse en forma relativamente indolora, pero que sus derivaciones culturales y, sobre todo, sociales fueran más difícilmente aceptadas, y más fácilmente postergadas en el tiempo. Por lo tanto, para la clase dirigente chilena en torno a 1810, institucionalizar un Estado republicano con separación de poderes, régimen representativo y reconocimiento del concepto de soberanía popular como inherente a él, no implicaba necesariamente la aceptación y menos la puesta en práctica de las consecuencias de democratización social e inclusión política que esos conceptos traían consigo.


			Lo anterior se explica situándose en el universo valórico e intelectual de un grupo que se formó al interior del aparato burocrático del despotismo ilustrado borbónico, adaptándose a él sin mayores sobresaltos, y cuyo universo intelectual y cultural se encontraba también influido por las síntesis elaboradas en España para resolver el conflicto entre su realidad monárquica y un mundo que parecía volverle la espalda, en pos de la modernidad.16 Como ha sostenido Mario Góngora, la recepción de las ideas de la Ilustración francesa en España no fue literal, sino que realizó elaboraciones que recogían tradiciones intelectuales nacionales preexistentes, que le dan a la Ilustración española su signo particular. Con todo, se trató de una Ilustración ecléctica, que no se embarcó en una crítica directa de la cristiandad, pero que rechazó la unión entre catolicismo y filosofía, y que también se manifestó en los campos de la historiografía, de la crítica y de la erudición. En la búsqueda de ese equilibrio entre tradición y modernidad, entre monarquía y soberanía, destacaron Gaspar Melchor de Jovellanos, Marina Martínez, fray Benito Jerónimo Feijoo, y el conde de Campomanes, ampliamente difundidos en Chile.17 En el contexto español también fueron importantes el conde de Aranda y Victorián de Villava, quienes intentaron proponer reformas que evitaran, en América, las revoluciones que se temían, sin por ello descartar el gobierno monárquico. Así, por ejemplo, el conde de Aranda propuso a Carlos III que fundara tres monarquías americanas, situadas en Méjico, Perú y Costa Firme, asociadas con la monarquía central. La expulsión de los jesuitas también debe ser vista como expresión de los temores de la Corona hacia algunos puntos doctrinarios atentatorios contra su estabilidad. Por ejemplo, las críticas a las teorías de origen divino de la monarquía en beneficio de la tesis de la generación popular de la soberanía, que sustentaban algunos teólogos jesuitas.18


			En las últimas décadas del siglo XVIII, el horizonte de referencias se amplió en Chile. Las ideas que produjeron y acompañaron la creación de las repúblicas en Estados Unidos y Francia se conocieron en Chile gracias al número creciente de barcos que tocaban sus costas, entre ellos los norteamericanos, a los viajes a Europa de chilenos destacados, como Manuel de Salas, y a la constitución de bibliotecas notables, como la de José Antonio de Rojas, donde figuraban obras de Rousseau, Montesquieu, la censurada Historia de América de Robertson, y obras de los enciclopedistas franceses. Lentamente, mientras en el campo de las ideas en Europa se desmoronaba el edificio de la escolástica que fundó el orden colonial, y se cuestionaban los cimientos en los que se apoyaba la legitimidad monárquica, los chilenos se enteraban de las nuevas construcciones racionales, cientificistas, secularizadoras y eclécticas que les inspiraron a pensar a partir de nuevos supuestos epistemológicos, donde la razón y el progreso dictaban las leyes del universo social.


			En este contexto intelectual, hacia fines del siglo, un pequeño grupo comenzó a interiorizarse de las reflexiones que fueron causa y consecuencia de la Revoluciónfrancesa, sin por ello revisar seriamente su compromiso monárquico y, por influencia de la Ilustración española, sin cuestionar tampoco la filiación católica del Estado, mucho menos la individual. No obstante, incluso antes de que se conocieran las noticias sobre el cautiverio de Fernando VII y se tuviera que asumir la acefalía de los reinos americanos, ya habían circulado en el país, en forma generalmente inofensiva salvo pequeñas escaramuzas, algunos documentos que contenían este pensamiento de nuevo cuño.19 Nada de ello permitía suponer una revuelta contra la monarquía, ni mucho menos un deseo generalizado de hacer efectivo un gobierno republicano. En ese sentido, es valioso el testimonio del futuro caudillo liberal, Francisco Antonio Pinto, quien aseguraba que, en el período inmediatamente anterior a la crisis, “el más severo inquisidor no habría encontrado suficiente causa para un autillo de fe.”20 Muy por el contrario, la ausencia del monarca como figura unificadora de la incipiente nación chilena produjo, en sus primeros momentos, confusión e inseguridad en quienes debían asumir la nueva dirigencia, lo que no se contradice con el hecho de que durante la crisis de la monarquía y en los primeros años de la Independencia circularan en España y en varias regiones de América catecismos políticos. Estos eran textos redactados con el método catequístico, que contenían reflexiones sobre el gobierno republicano, la mayoría a favor de los procesos independentistas.21


			El proceso de familiarización con el sistema republicano se hizo más evidente en los años en torno a 1810, cuando progresivamente fue haciéndose factible la bendición a los nuevos tiempos, que auguraban un futuro gobierno representativo, “el único que conserva la dignidad y majestad del pueblo”, según Ricardo Donoso.22 Lo anterior solo se hizo incompatible con el tiempo, con las alabanzas al “príncipe desgraciado”, Fernando VII, “acreedor a la ternura, a la sensibilidad y a la consideración de todos los corazones americanos”, que contiene El catecismo político cristiano.23 Esta obra, atribuida principalmente a Jaime de Zudáñez,24 se cree que circuló en el país poco antes del 18 de septiembre de 1810. A pesar de dedicar elogiosos conceptos, y prometer fidelidad al rey cautivo, es un documento doctrinariamente republicano. Describe al gobierno republicano “democrático” como el que “más acerca y el que menos aparta a los hombres de la primitiva igualdad en que los ha creado el Dios omnipotente”.25


			De este y otros “catecismos” que circularon en la época se desprende que conceptos como soberanía, representación, ciudadanía y felicidad del pueblo formaron parte del acervo intelectual y de las discusiones entre las primeras autoridades nacionales. Aun los discursos legitimistas no dejaban de reflexionar sobre lo que era una situación política nueva. Así, Manuel de Salas, en su Representación al Primer Congreso Nacional, el 27 de julio de 1811, expresaba que, como “la desgracia ha interrumpido nuestras relaciones con el soberano, y debemos por ahora considerarnos en el estado primitivo”, era perfectamente legítimo elaborar una constitución. Su inspiración era que “la facultad de gobernar es y debe ser el resultado de la voluntad de los que depositan en otro una parte de su libertad y fortuna para que, con seguridad, les conserve las demás y aquel o aquellos en que se depone la suprema autoridad, la reciben del completo o extracto de las voluntades de todos”.26 En el mismo tenor de gobierno representativo, se expresó en su Discurso Inaugural al Primer Congreso Nacional, el 4 de julio de 1811, Juan Martínez de Rozas: “Debemos emprender este trabajo porque es necesario, porque nos lo ordena el pueblo, depositario de la soberana autoridad”, refiriéndose a la tarea que al grupo dirigente cabía de organizar el país en ausencia del rey.27 Y pide a los “representantes de Chile”, que contengan “al pueblo [que] se inclina a la licencia, [y a]... los jefes [que se inclinan] a la arbitrariedad”.28 Solo asegurando la obediencia del pueblo y el respeto a la ley de las autoridades, podrán legítimamente considerar su misión cumplida.29


			Entre los textos, es notable la Proclama de Quirino Lemáchez, firmada por Camilo Henríquez, que circuló en 1811 para promover la elección de representantes al Primer Congreso Nacional. Allí se afirmaba que “la naturaleza nos hizo iguales, y solamente en fuerza de un pacto libre, espontánea y voluntariamente celebrado, puede otro hombre ejercer sobre nosotros una autoridad justa, legítima y razonable”.30 También El catecismo de los patriotas, de 1813, el cual sostenía que “la soberanía reside en el pueblo [...] es una e indivisible, imprescindible e inalienable”.31 Asimismo, la prensa representó los nuevos aires. Antonio José de Irisarri, desde las páginas de El Semanario Republicano, fue uno de sus portavoces. En uno de sus artículos, ingenuamente sostuvo que el concepto de república, “nos envía una idea de justicia, de equidad y de conveniencia que nos hace amable su significado. Nos figuramos un Estado regido sobriamente por la voluntad general, en donde las leyes más justas protegen los derechos del hombre, sin atender a sus riquezas ni a sus relaciones, en donde los intereses públicos no pueden equivocarse, porque son ventilados por la multitud; finalmente, creemos que no hay más que decir república para decir felicidad”.32


			La expresión de la paradoja entre una república que se quiere, pero al mismo tiempo se rechaza, aparece tempranamente en los discursos sobre la conformación del Estado y la nación en Chile.33 El mismo artículo de Irisarri continúa reconociendo muy representativamente, que la república implica “una soberanía tan extensa”, que debe lograrse en el tiempo, es decir, que es indispensable que la ilustración supla este efecto, y que la virtud anime los votos de la multitud. La astucia de algunos individuos, sobre la falta de ilustración de la masa popular, ha sido siempre el escollo en el que perecen las repúblicas. “El pueblo, entusiasmado por la libertad, tal vez trabaja por destruirla, sin conocer la naturaleza de los medios que un astuto ambicioso le hace adoptar por convenientes”.34 Aunque aparentemente la independencia de España creó el sustrato, donde las ideas republicanas asumían su necesidad y su posibilidad de aplicación, el rechazo definitivo a la monarquía significaba mucho más que la inauguración de una nueva realidad política. Implicaba necesariamente la actualización y el diálogo con las nuevas visiones del mundo, que hacían posible imaginarse un viraje radical en la organización social y la inserción del hombre en ella. Era, en definitiva, la introducción de las tensiones y luchas del mundo moderno en una sociedad que, a pesar de políticamente independiente, distaba mucho de comprender, aunque tal vez podía anticipar, las consecuencias que ello tenía sobre su edificio social.


			En los primeros textos republicanos, como el ya citado Catecismo político cristiano, si bien se reconocía la legitimidad republicana, al mismo tiempo se especificaba que se trataba del gobierno “de un cuerpo, colegio, senado o congreso, cuyos individuos sirven a cierto tiempo, elegidos por los pueblos”.35 Es decir, ese rasgo esencialmente moderno, expresado en plenitud con la socialización del concepto de pueblo, que es la aparición de ideales abstractos y actores individuales que da origen a otro concepto moderno, el de ciudadano, y donde por agregación se forma la soberanía pública, aún no era plenamente incorporado en el universo de significados políticos que manejaba la elite.36 La legitimidad política todavía se remitía a la constitución histórica del reino, donde la noción de pueblo se identifica confusamente con el pueblo político moderno, dueño de la soberanía, y es usada, a veces, como sinónimo de “los pueblos” o comunidades que negociaban con el poder a través de relaciones jerárquicas de dependencia y que mantenían vínculos de tipo tradicional. El concepto de derechos individuales aún no era la base del canon del diálogo social.37


			Ambos mundos, el de los referentes ideológicos modernos, y el de una sociedad que continúa viviendo con vínculos tradicionales, convivieron desde los inicios de la República para dar forma a la paradoja entre la modernidad ideológica de la elite y su apego a prácticas tradicionales. Las conceptualizaciones políticas están encaminadas a llenar el espacio vacío que se produce ante la desaparición de la figura orgánica de la monarquía y del monarca, y a intentar reemplazar las estructuras sociales en que esta se sustentaba. Así surgen los nuevos actores, un nuevo tipo de hombre que, poco a poco, irá poblando el espacio de la política moderna. Se trata, en definitiva, del ciudadano libre que, en El catecismo político cristiano, tiene “derechos y prerrogativas”.38 En El catecismo de los patriotas, estos derechos aparecen definidos como “la igualdad, la libertad, la seguridad, la propiedad y la resistencia a la opresión”.39 Gobernar fue, desde el primer momento, un diálogo entre valores y reglas heterogéneas, con los principios que inspiraban e informaban el proyecto político republicano. Esa alternancia entre tradición y modernidad se expresa, entre otras, en la tensión entre orden y cambio, y entre catolicismo y libertad, siempre al interior de un mismo sector social. La construcción nacional se vivió como una sonata donde se alternaban los momentos de allegro con los adagios, todo ello ejecutado por un actor social homogéneo que dialoga constructivamente. Es un flujo y un reflujo que genera una discusión, a veces contradictoria y oscura, que transformará sustancialmente a Chile en las primeras décadas de vida independiente, reorganizando su vida política, social y cultural.


			Los intentos constitucionalistas son un momento clave en el proceso de construcción, no solo del Estado, sino también de la nación. Aunque no ponemos en duda la argumentación que sostiene que el Estado chileno antecedió a la nación, las constituciones construían simultáneamente el Estado y definían las características con las que la clase dirigente iba adelantando su visión de la nación.40 Ese diálogo era también fuente de dificultad para el funcionamiento del nuevo sistema republicano: leyes constitucionales y práctica política no necesariamente coincidían.41 No obstante, inmersos en la tradición republicana de su tiempo, los forjadores del Estado chileno confiaron en que buenas leyes harían buenos hombres. La utopía del progreso y la confianza en el avance ilimitado hacia estadios superiores de civilización, convertían a las constituciones en el gran mecanismo de cambio, no solo político, sino también social.


			No corresponde aquí trazar la evolución constitucional de Chile.42 Baste consignar que el esfuerzo destinado a ello justifica plenamente que las primeras décadas republicanas sean consideradas un gran período de ensayos de organización del Estado republicano.43 Representan, sin duda, la ambigüedad del contenido político republicano, como era percibido por la clase dirigente, y su necesidad de adaptarlo a su visión de la sociedad chilena, con todas las contradicciones doctrinarias que eso puede suponer desde una mirada contemporánea. Así, por ejemplo, a pesar de que la idea de representación, consustancial a la república, está contenida en todas las constituciones, el sufragio no es fuente de poder originaria, sino que más bien consagra autoridades y actores políticos. Es sobre todo un mecanismo que delimita, por el censo y las exclusiones, algo así como una clase política, provista de un poder distinto de la sociedad civil, la cual lo ejerce en nombre de la nación.44 Recordemos que, para la clase dirigente chilena, no existía la exigencia doctrinaria de una simultaneidad entre derechos civiles y derechos políticos. Se admitía un divorcio, en las prácticas políticas, entre sociedad civil y sociedad política.45 Desde esta perspectiva, la sociedad política era percibida como creación artificial, “como aquello que no nacía espontáneamente del libre desarrollo de potencialidades inscritas en la naturaleza humana”.46 Por lo tanto, no estaba en la mente del legislador que el sistema electoral afectase la marcha del sistema político, en la medida en que no se creaban instancias de deliberación unidas a la elección, ni se proponían ideas en pugna.47 Años más tarde, cuando impugnó un resultado electoral, José Victorino Lastarria adhirió a esa posición al afirmar en la Cámara que “la Constitución ha dicho que los poderes públicos existen por una delegación de la nación, pero no por esto ha querido sancionar la soberanía en masas brutas; no ha querido por esto que la virtud, la inteligencia, la voluntad nacional se prosternen ante la corrupción y la ignorancia”.48 Lastarria no hace sino responder a la lucha faccional de su momento, porque, de hecho, todo parece demostrar que el deseo republicano sí era de corazón. Sin embargo, demuestra la contradicción latente con los registros de la práctica política, hasta ahora regulados con fervor conservador. Evidentemente, el ejercicio pleno de la ciudadanía, como parecía proponer Lastarria, no estaba aún en la mente de la elite dirigente chilena. La evolución electoral del siglo XIX no desconoció, sino, al contrario, reforzó la legitimidad autoasignada por la clase dirigente como arbitradora de la representación política, sin claudicar nunca en su lucha por mantener los poderes electorales.49


			2. Una sociedad en transición: Orden y cambio


			Las creaciones del Estado y de la nación, como producto del proyecto político y cultural de la elite, se expresan, por una parte, en la institucionalidad y, por otra, en el incipiente aunque creciente espacio público donde se debatía sobre las ideas y costumbres que debían inspirar y orientar a la sociedad chilena. La mayoría de la clase dirigente tenía aún una mirada tradicional hacia la sociedad, como una asociación más que una agregación de individuos. Ambas dimensiones, llamémosles política y social, no debieran separarse si no se quiere permanecer en la paradoja entre principios y prácticas, o adentrarse por el callejón sin salida que significa elegir entre uno u otro para explicar el desarrollo histórico. En este contexto, como señala François-Xavier Guerra, el problema de la nación asume caracteres esencialmente políticos.50 No se trata de naciones que se inventan sin ninguna base identitaria. Desde lo político, se trataba de crear un estatuto político reconocido; desde lo sociocultural, se trataba de concebir una colectividad humana que conciliara los predicamentos de la política moderna, con la estructura íntima, los vínculos sociales, la relación con la historia, los valores y las creencias del grupo dirigente.51 Ambos conceptos de nación, la nación-contrato que considera a sus miembros como sujetos políticos y que se vincula con la idea de pueblo, y la nación romántica que suma lo material e inmaterial, el pasado, el presente y el futuro; la cultura, conviven. En un primer momento, ante la urgencia de consolidar el Estado, patria y república coinciden como dos realidades de primera urgencia.52


			La recreación del concepto de autoridad, que ejerce el poder legítimamente sobre un territorio libre y crea condiciones de gobernabilidad, era fundamental para evitar los riesgos de disolución social que tempranamente la elite percibió como posibles, y que se asocian con la incertidumbre, ya esbozada, que provocó el paso de una legitimidad de tipo histórico, propia del régimen colonial y de una elite con valores tradicionales, a una legitimidad contractual, de tipo moderno, propia del régimen republicano y de un grupo ilustrado con tendencias racionalistas e individualistas. El temor a la anarquía, que aparece en prácticamente todas las expresiones públicas de la elite, engloba la representación del caos político como también social. El miedo a la violencia, al bandidaje, a las insurrecciones, va aparejado con la visualización de atentados contra la hegemonía de la ética y las expresiones culturales que mantenían cohesionado al grupo dirigente. El temor a la anarquía es la justificación principal de gran parte de las decisiones autoritarias y centralizadoras de los primeros gobernantes o caudillos.53


			Lo anterior explica que, aún establecida la república, el proceso de aceptación interna del nuevo orden republicano fue lento. La creación de este “nuevo orden” frente al tradicional “orden colonial” en etapa de superación, puso gran énfasis sobre la noción de cambio gradual que evitase toda forma de descontrol, ante el rumbo imprevisible que asumía el destino social y político. Era fundamental recuperar el sentimiento de “confianza”, que ya se había visto amenazado durante los últimos gobiernos coloniales y, en este aspecto, nunca hubo mayor diferencia entre pipiolos y pelucones; liberales y conservadores. En este empeño se inserta el apoyo a un gobierno colegiado y la oposición a toda autoridad unipersonal, desde los primeros años republicanos. Ejemplo de ello dio José Miguel Infante, quien siendo procurador en el cabildo abierto del 18 de septiembre expresó la necesidad del gobierno plural, porque “la confianza pública reposa mejor en un gobierno compuesto de algunos individuos que no cuando uno solo lo obtiene”.54 Tres meses después insistirá sobre este punto: “Había necesidad de consultar prontamente a la seguridad interior y exterior del reino, para lo que era indispensable establecer un gobierno más activo y acreedor de la confianza pública”.55 Don Manuel de Salas, en su Representación al Primer Congreso Nacional, vinculó los conceptos de orden y confianza: “Deben tomarse medidas que aseguren el orden, establezcan la quietud y la igualdad de los derechos y la confianza”.56


			En el orden político, la confianza era la garantía, como decía O’Higgins, contra la “impotencia de la autoridad” y el “despotismo”. Era, por lo tanto, el sentimiento que regulaba los actos de la autoridad y definía el espacio donde podían expresarse los anhelos de libertad. Como lo será posteriormente el orden, la confianza era el pilar sobre el que descansaba el consenso social de la clase dirigente, y que no podían desafiar ni siquiera sus elegidos, como lo prueba el retiro del apoyo al mismo O’Higgins en su momento.57 Indudablemente no podemos confundir el ideario político de Camilo Henríquez y José Miguel Infante con el que profesaban Juan Egaña o su hijo Mariano. Si bien todos ellos comparten sus devaneos con la modernidad expresada en un discurso liberal, del que no podían sustraerse aunque quisieran, desde el momento en que están obligados a pensar la república se separan ante el arrojo de los primeros para adoptar un discurso intelectual que desconoce los temores y privilegia el cambio. Sin embargo, en la medida en que el orden significaba para ambos grupos una divisa de unidad social y la garantía contra la anarquía, prevalecía una visión común de la sociedad y del Estado, por separado de las expresiones discursivas de cada grupo.


			Lo que representó el concepto de confianza como oposición a la incertidumbre inicial, significó más adelante el concepto de orden como opuesto a la anarquía que asolaba a otras naciones latinoamericanas y que la clase dirigente chilena temía visceralmente.58 En ese sentido, fue una clave convertida en bandera, y resumió toda una interpretación del proceso histórico vivido durante los procesos de emancipación. Sin embargo, la omnipresencia del concepto le hace a veces aparecer vacío de significado, y exige discernir en medio de una profunda ambivalencia discursiva.59 En el apego al orden, y las distintas acepciones que asume, se retan a duelo y se dan la mano un realismo antianárquico y un progresismo republicano. Esa ambivalencia puede dar la impresión de que la clase dirigente manipulaba la política para parecer que propiciaba el cambio, pero queriendo ejercer el poder autoritariamente. Eso no es real, aunque tampoco parece plausible que el discurso progresista y la magnitud del cambio social que a veces parecía propiciar puedan ser leídas literalmente. El siglo XIX chileno contenía ambos mundos, los cuales dialogaban sobre el cambio y buscaban sinceramente las condiciones para la realización de la república, pero, simultáneamente, frenaban su actualización en función de una conciencia intelectual y visceral sobre los riesgos que representaba para la estructura social tradicional, que sustentaba a la clase detentora de la autoridad.


			Para comprender los primeros puntos de inflexión del concepto de orden, es fundamental insistir en que incluso los sectores más conservadores de la clase dirigente chilena se encontraban inmersos en un mundo de definiciones ideológicas fundamentalmente liberales. En sus expresiones discursivas y en su imaginario político reconocían la maleabilidad de la naturaleza humana, creían en la idea de progreso como motor consciente de la historia y consideraban que los problemas humanos podían, a menudo, reducirse a problemas políticos. En el plano intelectual, por lo tanto, existía una visión común sobre la legitimidad de un orden político, calificada por la mayoría de los actores como liberal y republicano. Sin embargo, con respecto a la organización del poder político, como era la clase dirigente la que definía las condiciones de la sociedad, es decir, la que decodificaba la realidad, sus normas y decisiones sobre el ejercicio del poder aparecían concordantes con esa realidad, es decir, como buenas y racionales. Más allá de las definiciones intelectuales, esta decodificación de la realidad surgía de niveles muy profundos de la conciencia colectiva del grupo dirigente. Se entroncaba con una percepción, muy conservadora, de que existía un “orden natural de las cosas”, y de que todo cambio aceptado en el plano intelectual debía graduarse en función de este “orden”. La relación de poder no surgía de un contrato social, aunque los sectores más liberales reconocieran la existencia de este. Ella constituía un hecho dado, lo que Norbert Lechner llama “el poder normativo de lo fáctico”.60 El poder de la clase dirigente chilena radicaba en su capacidad para definir las condiciones sociales, de manera que sus normas parecían corresponder con la realidad. Eran lógicas y racionales. En ese contexto, consideraba que el gran logro del poder es el orden, y ello se insinúa en el doble significado que el lenguaje asigna a la palabra “orden”, como mandamiento y norma. Ambas acepciones se confundían en los discursos políticos y sociales de la clase dirigente chilena del siglo XIX.61 Las elites chilenas entendieron el concepto de orden en toda su complejidad literal y discursiva. Este constituyó, además, un elemento unificador para la sociedad opinante, en la medida que su valoración resistía la prueba de nociones divergentes al interior de la elite. Así, mientras los sectores más conservadores no concordaban con los más liberales en considerar a la sociedad un producto histórico, y aunque subordinaran la esfera civil a la religiosa creyendo que todo orden proviene de Dios, ambos sectores concordaban en privilegiar la noción de orden institucional. Que esto fuera porque el orden proviene de Dios, o por defender el pacto social, constituirá una diferencia menor a comienzos de la república. Prevalecerán sobre estas disquisiciones el consenso antimonárquico, y la visión que tenía la elite de sí misma como el grupo social llamado legítimamente a heredar la autoridad republicana en forma hegemónica.


			Partiendo de la base de que la valoración del orden es un elemento de consenso, la percepción sobre su vigencia ejerce un poder decisivo sobre la apertura hacia el cambio por parte del grupo dirigente. Es importante referirse al cambio porque la instauración de la república, así como la comprensión que se tenía del ideario liberal en la época, implicaban el reconocimiento de vivir un período de transición hacia un nuevo orden sociopolítico, que hoy sabemos se confunde con la modernidad.62 El temor a la anarquía siempre provocó reacciones de rechazo al cambio; la confianza con respecto a su control del poder político y social permitió la implementación de políticas más liberales y la distensión de los mecanismos de control social que ejercía la elite. Por lo tanto, podemos decir que la clase dirigente establecía una conexión estrecha entre las nociones de orden y poder, tanto a nivel institucional como simbólico. Es decir, el control del poder estatal reposaba sobre un cierto orden social jerarquizado, definido por el mismo grupo dirigente, y reconocido por todo el cuerpo de la sociedad. De allí que la clase dirigente estuviera permanentemente atenta a la hegemonía de su ética (y también de su religión) y a sus expresiones culturales.63 Como observa Mario Góngora, la noción de orden es una cualidad moral perteneciente a una clase que, a su vez, define esa cualidad moral.64 De allí también que la discusión sobre las nuevas instituciones se dé a la luz de ideas sobre un “buen orden” que evite el caos social, que permita el perfeccionamiento social, pero que impida todo cambio brusco. En este sentido, el orden es la utopía del “no-caos”.65


			Por lo tanto, la noción de orden trasciende un significado meramente político y permea toda la discusión en torno a la creación de la nación. Se relaciona directamente con el cambio social y con las visiones que sobre este surgen, desde la revolución ilustrada hasta los sucesos revolucionarios europeos. Se inserta en un contexto que tiende hacia la secularización y privilegia el uso de la razón como instrumento de crítica social, permaneciendo y erigiéndose como un elemento de consenso, en ese nuevo universo de imprevisibilidad permanente, a medida que la construcción republicana gatilla mayores temores.66 El orden ha sido construido a partir de una experiencia que incluye los temores de un grupo sometido a un proceso de cambio; habita un medio en que los referentes colectivos tradicionales están puestos en duda. Forma parte integrante de la cultura política de la clase dirigente chilena e interactúa con otros valores como, por ejemplo, la religión, para configurar el ámbito donde se baten las antiguas certidumbres y las nuevas propuestas.67 El temor fundamental es al otro, a lo diferente, a lo nuevo, a lo que no pertenece a la tradición. Por lo tanto, la diferenciación social aparece como una amenaza a la identidad.68 De allí entonces que el orden sea más que un valor deseable, una necesidad histórica, un elemento esencial del movimiento histórico, en un mundo definido por la noción de progreso, y que transita desde el pasado, por el presente, hacia el futuro.69 El orden requiere ser institucionalizado, de manera de superar la utopía y tener una existencia material. No es, sin embargo, un simple recurso para mantener el poder; el orden es lo que permite el despliegue, en el tiempo y en el espacio, de un proyecto de construcción del Estado y de la nación, bajo una nueva forma republicana.70 Aunque indisoluble del progreso social, el proyecto debe estar en condiciones de controlar el cambio, de manera de mantener la hegemonía de la clase dirigente, heredera natural de la autoridad colonial. Por ejemplo, aunque la democratización social parecía una tendencia incontenible en el tiempo, correspondía a esta elite iluminada contener las pasiones de los tiempos.71 Lo anterior se expresa bien en una carta que envió Mariano Egaña, en ese momento en misión en Londres, a su padre Juan, donde dice: “Esta democracia, mi padre, es el mayor enemigo que tiene la América, y que por muchos años le ocasionará muchos desastres, hasta atraerle su completa mina. Las federaciones, las puebladas, las sediciones, la inquietud continua que no dejan alentar el comercio”. Y alerta además, en la misma carta, contra la “furia democrática”, a la que compara con “el mayor azote de los pueblos sin experiencia y sin rectas nociones políticas”.72


			La noción de orden no es un concepto estático. Así como expresa sentimientos profundos de la conciencia colectiva y percepciones sobre la realidad, evoluciona con estos. Es un concepto que se define históricamente de acuerdo con las percepciones que tiene el sector dirigente sobre las amenazas que enfrenta, o sobre la prevalencia del orden.73 Aunque permanentemente apoyado en un sustrato social, la coyuntura definirá su aplicación a un discurso que versará sobre la legalidad, la institucionalidad, la religión, la filosofía, el lenguaje, la literatura o la seguridad pública. En ocasiones será la materialización de la noción de bien común, o de la virtud a lo Montesquieu.74 Si bien todos estos aspectos tienen vinculación con lo político, ocasionalmente la política aparecerá como la antítesis del orden, en la medida en que esta constituye el ámbito donde se expresan con más pasión las ideas y las acciones que pueden constituir una amenaza al orden social.75


			La palabra orden aparece repentina e insistentemente en todas las expresiones discursivas de la clase dirigente a partir de la consolidación institucional que sigue a la Batalla de Lircay de 1830. Sin embargo, es posible establecer una filiación anterior con la palabra “confianza”.76 Es un tránsito que solo puede entenderse por el paulatino reconocimiento de la existencia de “otros” que no dialogaban desde orígenes comunes. Así, la “confianza”, necesaria para consolidar autoridades y superar la inseguridad inicial, que explica el apoyo y posterior rechazo al autoritarismo del prócer independentista Bernardo O’Higgins, fue cediendo al “orden” necesario para evitar cualquier trastorno de ese otro orden (ideológico además de público), que garantizaba la hegemonía de la clase dirigente en el poder y que se oponía conceptualmente a la anarquía.


			3. El orden institucional: Autoritarismo y libertad


			El período que se inicia aproximadamente con la llegada al poder del general José Joaquín Prieto (1831-1841) puede caracterizarse como la expresión del agotamiento transitorio por parte de la clase dirigente con los devaneos intelectuales del liberalismo.77 A pesar de iniciarse una fase de constantes denuncias de “conspiraciones”, la mayoría de ellas nunca comprobadas, la autoridad tenía control del orden público y el orden institucional pareció consolidarse a gusto de la elite con la promulgación de la Constitución de 1833. Ese consenso en torno a la prevalencia del orden, permitió que conviviesen en forma relativamente armónica figuras tan contradictorias como el monarquista Juan Francisco Meneses, el federalista Manuel Cardozo y liberales como Irarrázaval con el autoritarismo portaliano.


			Sin duda, Diego Portales es una figura clave del período.78 Las cartas que el futuro ministro le envió a su amigo y socio José M. Cea son una inmejorable expresión de la dependencia que tenía la posibilidad de cualquier cambio social o político de la percepción de orden por parte del grupo dirigente. Ya en 1822 se refirió a los límites que concebía para la efectividad de la República. Por la carencia de virtud en los países latinoamericanos, la República debía ser “un gobierno fuerte, centralizador, cuyos hombres sean modelos de virtud y patriotismo, y así enderezar a los ciudadanos por el camino del orden y de las virtudes”.79 Y agregaba: “La democracia que tanto pregonan los ilusos es un absurdo en países como los americanos, llenos de vicios y donde los ciudadanos carecen de toda virtud como es necesario para establecer una verdadera república”.80 Si bien Portales en estos años estaba relativamente aislado de la acción política, y desarrollaba sobre todo actividades comerciales en Perú, a poco andar su pensamiento interpretó a los exliberales tanto como a los conservadores, todos ellos unidos por el temor a la “anarquía” reinante. Aunque su actuación política se concentró en la década del treinta y duró formalmente poco, Portales plasmó las inquietudes surgidas en la década del diez y del veinte del siglo pasado, reconoció abiertamente sus “insuperables deseos de orden”,81 y canalizó el creciente escepticismo en torno a los ensayos de organización institucional, a través del privilegio hacia el realismo político, surgido principalmente de su apego a un orden que posibilitara los negocios.


			Portales ejerció como ministro en forma esporádica hasta su muerte en 1837, y personificó la posibilidad de evitar excesos que parecían inherentes al rumbo republicano. El autoritarismo portaliano fue funcional a un imaginario anárquico, que había hecho presa de la mayoría de los actores políticos. De ahí el férreo control sobre la prensa, la reorganización del ejército y el fortalecimiento de las milicias. Indudablemente, el primer concepto de orden que Portales manejó estaba orientado a asegurar el orden público, aunque comprendió también que la vigencia de ese orden requería de la mantención de una determinada estructura social.82 Por eso es que, a pesar de no compartir la estrictez moral de los sectores más conservadores, entendía que estos eran los únicos guardianes posibles del orden y los únicos capaces de gobernar con cierta eficiencia. Como sostiene Alberto Edwards, Portales comprendió “cuál era la necesidad suprema de la situación, esto es, dar al gobierno fundamento social, ligarlo con los intereses de la sociedad a quien defendía y que, a su vez, debía defenderlo, agrupar las fuerzas sociales en torno de un poder vigoroso, capaz de dirigir los propósitos contradictorios, y de refrenar las ambiciones impacientes”.83 Para lograr esta meta, el gobernante podía ejercer el personalismo, desmerecer la ley, ejercer el poder con facultades extraordinarias y valerse de todos los recursos sobre los cuales podía fundar el respeto al orden.


			En suma, Diego Portales ligó el presente con las añoranzas del pasado que sentía la clase política chilena de comienzos del siglo XIX, afianzando el orden, a fin de llenar el espacio vacío dejado por la pérdida de la legitimidad del gobierno monárquico. Ello permitió que en esta alternancia entre el discurso del orden y el de la libertad, surgiera nuevamente el discurso libertario.


			Si Portales dio seguridades de orden público, Andrés Bello fue sin contrapesos la mayor figura intelectual de la historia de la larga duración de la consolidación del Estado chileno.84 Adquiere notoriedad en la década de 1830, especialmente por su función de editorialista de El Araucano, medio portavoz de las ideas gubernamentales. En uno de sus artículos, Andrés Bello atribuyó los éxitos de la administración del general Prieto a sus “procedimientos rectos y justos”, y a la “profesión de principios liberales”. En este contexto, definió estos principios como el restablecimiento de “los vínculos de unidad”, la consolidación del “orden y el sosiego”, el hecho de que “la palabra partido haya quedado sin significación” y que este gobierno haya tenido la “firmeza para hacerse obedecer”. Cualquier mala interpretación con respecto a la actitud del gobierno se debería a la “exaltación que da a las ideas el sistema democrático, en el cual cada individuo se considera dueño de todos los negocios, y corrige, dispone y arregla el mundo a su antojo”.85


			La tensión entre tranquilidad y temor a la anarquía se resolvía en la prevalencia de la sensación de orden. Sin embargo, la clase dirigente estaba consciente de que la incorporación social y el cambio político deberían venir en el tiempo.86 Para evitar el caos, por lo tanto, era necesario, en primer lugar, completar un proceso de evolución sociocultural. Es decir, las costumbres debían estar a la altura de las ideas, equivalente a asegurar que el pueblo debía acceder a los niveles de civilización propios de la elite como requisito para su incorporación. A medida que se consolidó entre el grupo dirigente la percepción de que el orden capaz de contener la anarquía era, además del institucional, aquel que correspondía realísticamente al “progreso” de las costumbres chilenas, el discurso político privilegió la relación de dependencia entre costumbres e ideas políticas. El matiz que separaba a conservadores de liberales comenzaría a adquirir forma en torno al mayor énfasis de los primeros por la necesidad de la adquisición de la “virtud republicana” como requisito para institucionalizar la misma, y la mayor confianza de los segundos en el poder de las leyes.87 Desde las páginas de El Araucano, Andrés Bello, asumió el rol de inspirador y decodificador de las ideas liberales.88 El se encargó de ejercer un rol moderador cuando esas ideas parecían no respetar el itinerario de cambio gradual que, a su juicio, debía producirse en el país. Aunque liberal, defendió un ritmo de cambio que le situó muy cómodamente al lado de los sectores más conservadores. En un notable editorial con motivo de las Fiestas Patrias de 1830, resumió el espíritu imperante, afirmando que el nuevo orden ponía a Chile como ejemplo al mundo; alababa al gobierno por haber devuelto al pueblo su “quietud” y su “armonía”, e insistía en atribuir estos logros a la “profesión de principios liberales”, entre los cuales incluye “la firmeza en hacerse obedecer”. Efectivamente no debía tratarse más que de una profesión de fe, en la medida en que el mismo Bello denuncia la “exaltación que da a las ideas el sistema democrático”, el cual no necesariamente debe vincularse al ideario liberal.89 En otro artículo del mismo período, afirmó que: “No es la forma de gobierno la causa primordial de la prosperidad de los Estados, sino la consonancia de las instituciones con el carácter de los pueblos, y la moral de los hombres. Mientras la sociedad se halle en choque con las leyes que la rigen, y que estas den ocasión a turbulencias, y priven al poder supremo de los medios de sofocarlas, se verá siempre amenazada por la inquietud”.90 Considera que “la experiencia ha demostrado que [...] el poder de las leyes es ninguno sin costumbres”.91


			Bello limita claramente el ámbito de lo político cuando afirma que “el espíritu de orden es el único móvil de la vida pública”, principio que los hombres deben ir aprendiendo a medida que toman conciencia de cuáles son sus intereses.92 De allí que Bello afirmara que: “La Ilustración no puede difundirse en pueblos nuevos en medio de las conmociones y de los disturbios [...] es obra de la paz [...] es hija de ese tiempo venturoso [que hace que)] los hombres se separen de esa senda peligrosa de contingencias políticas”.93 Por lo tanto, lo anterior se apoya, fundamentalmente, en la existencia de un grupo llamado a “ilustrar”, en la medida que, como afirmara El O’Higginista, “la Providencia ha distribuido de un modo tan desigual las virtudes y los talentos”.94 El grupo que, desde el gobierno, lidera el proceso de cambio y la adecuación del pueblo a sus costumbres, es la clase dirigente, que partiendo de una noción liberal que le permite confiar en la maleabilidad de la naturaleza humana, asume para sí, honesta pero desconfiadamente, la tarea de ejercer la autoridad durante el proceso. Por eso Bello decía: “Siendo el gobierno obligado a velar sobre la tranquilidad pública y la conservación del orden, parece muy natural que todos los subalternos que le han de auxiliar en el desempeño de ese cargo, deban ser de su entera confianza y satisfacción, y nombrados por él para que su responsabilidad sea efectiva”.95


			El temor a la anarquía, real o imaginaria, justificaba de parte de todos los sectores políticos que, en caso de necesidad, se suspendiera el imperio de la Constitución. Generalmente, eso se daba en caso de denuncias de conspiraciones.96 La mayoría de las veces las conspiraciones denunciadas tenían un contenido alarmante, a pesar de que las pruebas presentadas eran difusas. Sin embargo, era común que se llamara a una mayor dureza en las penas, que se justificaran reformas en el sistema judicial para asegurar el mantenimiento de la autoridad y que se instara al gobierno a “escarmentar de un modo público” cualquier exceso. Es decir, el sentido de las medidas para preservar el orden era fundamentalmente ejemplificador.97 Es difícil comprobar la fuerza real de todas las conspiraciones denunciadas. Indudablemente, muchas de ellas tenían por misión subvertir el orden del Estado; otras no pasaban de meros actos de delincuencia o conciliábulos sin ningún destino político, en que participaban antiguos militares, veteranos de las guerras de Independencia o de las campañas posteriores.98 Generalmente, oportunas denuncias permitían dar de inmediato con los conspiradores, y juicios de gran envergadura y publicidad establecían sentencia, y demostraban el riesgo que corría el país si se aflojaban las riendas de la autoridad. Las conspiraciones, el asesinato de Portales en 1837 y la influencia interna de la guerra contra la Confederación Perú-Boliviana no lograron alterar, salvo por momentos, la percepción de absoluto control social por parte de las autoridades del Estado. Se sabía que se contaba con todos los mecanismos necesarios para hacer respetar el orden. De allí que, a pesar de existir paralelamente un discurso que privilegiaba la amenaza de caos, la absoluta carencia de fisuras en el sector de la sociedad que controlaba la opinión pública y el Estado frenó un aumento en el autoritarismo gubernamental.99 Por el contrario, el desaparecimiento de Portales significó un relajamiento en las tendencias autoritarias del régimen del presidente Prieto. Terminada la sicosis conspiracional, sobre la cual se habían construido algunas de las bases del orden portaliano, se inauguraba nuevamente un discurso en torno a la libertad.


			Los últimos años de la década del treinta fueron especialmente ricos en la expresión de la tensión entre una legalidad autoritaria y una libertad que no puede abandonarse como inspiración política, representando bien la tensión entre tradición y modernidad que permeaba toda la cultura política. La confusión tiende a ceder a medida que la autoridad aparece afianzada socialmente, y no solo en el autoritarismo de una figura como Portales, lo que coincide con los últimos años del gobierno del general Prieto desde el desaparecimiento de su ministro. La confianza en el derecho era el nexo entre la autoridad necesaria y, como diría el constitucionalista argentino Juan Bautista Alberdi más adelante, “la república posible”, cuya viabilidad comienza a desplazarse desde la preocupación por el orden público hacia otros aspectos de la cultura, también estrechamente relacionados con el orden social. Ello coincide con el cambio de mando presidencial y el inicio de la década de 1840.100


			4. La religión católica: Una fe común para una             sociedad unida


			A todos los cambios que implicaba la creación de una república, en el contexto de esa transición imprevisible que dictaba la creencia en la ideología del progreso, un elemento de continuidad permitía peregrinar a paso firme por el mundo de la modernidad: Chile era un país católico y el Estado chileno así lo reconocía. Desde El catecismo político cristiano, pasando por la mayoría de los catecismos y proclamas en torno a la Independencia, la mención a la fe católica o a la Iglesia, como la institución que iluminaba el camino a seguir, estuvo siempre presente. Todo ello concordaba plenamente con la formación intelectual y espiritual de la clase dirigente, y con las fuentes que habían estado a su disposición para interpretar el mundo, entre ellas, las ideas provenientes de la escolástica española, cuyas versiones más modernas permitían definir incluso los espacios de participación en la república moderna. La religión católica, apostólica, romana fue consignada en toda constitución como la “única y exclusiva del Estado de Chile. Su protección, conservación, pureza e inviolabilidad será uno de los primeros deberes de los jefes de la sociedad, que no permitirán jamás otro culto público ni doctrina contraria a la de Jesucristo”.101 Así lo reconoció la Constitución de 1818. Pocas voces se levantaron contra este artículo. Bernardo O’Higgins lo hizo tímidamente y sin ningún éxito cuando ese mismo año, antes que se promulgara la Carta, escribió que “los países cultos han proclamado abiertamente la libertad de creencias” y que, en consecuencia, no veía “motivo que nos obligue a protestar la defensa de la fe en la declaración de nuestra independencia”.102 No obstante, los textos constitucionales siempre recogieron la defensa de la fe y, recién en 1828, por influencia de José Joaquín de Mora, se consagró el principio de que nadie sería perseguido ni molestado por sus opiniones privadas. Sin embargo, ese acápite tuvo una corta duración, ya que en la Constitución de 1833 se estimó innecesario mantenerlo. Fue necesario esperar hasta 1865 para que se interpretara el artículo 5 de la Constitución, que, en definitiva, autorizó el culto privado a los disidentes.103 La misma Carta de 1833 consagraba también al Estado el derecho de patronato que había ejercido España, a través del cual la Santa Sede reconocía al jefe de Estado los derechos de proponerle nombres para designar las dignidades eclesiásticas, y de aprobar la publicación en territorio nacional de las bulas y demás documentos pontificios. El Estado se comprometía, por su parte, a contribuir al financiamiento y funcionamiento de la Iglesia. Una serie de leyes, entre las que destaca la Ley de Organización de Ministerios de 1837, logró que, al menos formalmente, la Iglesia  y, en particular los religiosos, dependieran de la autoridad civil.


			El Chile oficial y las expresiones públicas de los miembros de la clase dirigente daban testimonio de su fe católica.104 Una fe común, que se expresaba en la protección institucional contra cualquier forma de diversidad religiosa, fuera pública o privada. No obstante, a medida que los hombres nacidos con el siglo fueron llegando a su madurez intelectual y comenzaron a nutrirse de fuentes teóricas diversas, entre las que se incluía la lectura de obras de Voltaire, Rousseau, Raynal y otros teóricos de la Revolución francesa, su sensibilidad religiosa tendió a variar.105 En 1827 se fundó la primera logia masónica, sin lograr mayor alarma pública. Para esta exposición, basta con dejar constancia de que, ya en la década de 1830, es posible comprobar la existencia de expresiones que indican la presencia de un fenómeno nuevo, que, sin embargo, no negaba la fe. “Nada más significativo de esta nueva orientación que el recurso indiscriminado de las familias pudientes del país a los servicios de José Joaquín de Mora y su Liceo de Chile, a Bello y su Colegio de Santiago”.106 Siendo ambos colegios laicos, en el primero se enseñaban incluso las Leçons de Philosophie sur les Principes de l’Intelligence del filósofo francés Laromiguiére. La aceptación de establecimientos educacionales laicos para los hijos de la elite católica, entre otros muchos ejemplos, inaugura los albores de ese proceso de negación del significado social de la fe y de la Iglesia, que llevará casi todo el siglo en tener sus primeras expresiones institucionales.107 De hecho, antes de 1850 no existe evidencia de un interés, por lo que más adelante se llamó las “cuestiones teológicas”. No obstante, estas podrían filiarse con la tendencia proveniente de la Ilustración ecléctica española a subyugar a la Iglesia en el plano terrenal, y por demostrar la primacía institucional del Estado.108 Así puede interpretarse la medida tomada por Ramón Freire en 1824 de confiscar las temporalidades de las asociaciones religiosas, y la llamada al orden en las comunidades de vida religiosa. El conflicto que realmente producía cualquier decisión que tocara a la Iglesia queda de manifiesto cuando, en 1830, se revirtió la medida, y se devolvió a las órdenes religiosas sus temporalidades. Otra expresión de la rivalidad entre el Estado y la Iglesia es el conflicto entre el cabildo eclesiástico y don Manuel Vicuña. El primero se negó a reconocerle como vicario apostólico de pleno derecho, a pesar de haber tenido el pase oficial que le reconocía como tal. Nuevamente el conflicto en manos del gobierno, el ministro Joaquín Tocornal dio el pase definitivo a las bulas que le permitieron a Vicuña asumir como vicario. Sin embargo, esta rencilla que no debiera haber salido del interior de la Iglesia le costó, en parte, su puesto al antecesor de Tocornal, Ramón Errázuriz, quien no pudo resolverla. Con motivo de su renuncia, explicitó el problema en forma pública desde las páginas de El Araucano. Defendiendo su criticada indecisión para resolver el conflicto por lo complejo de la situación, escribió: “En apoyo de mis opiniones expondré cual ha sido la conducta de la Curia Romana desde que logró algún poder hasta que la ilustración de los pueblos puso un dique a sus usurpaciones y descubrió las arterias de que se valía para someter a las naciones a su yugo o ejercer en ellas una peligrosa influencia: manifestaré igualmente cuál es la conducta que en el día observa con los países de América que tuvieron la desgracia de pertenecer a la España, y entonces el mundo imparcial e ilustrado decidirá si mi intención ha sido recta”.109


			El esfuerzo por separar lo que constituía el ámbito de la religión del ámbito de la Iglesia tenía estrecha relación con la defensa del patronato, pero también con el proceso secularizante de la nueva generación.110 Los intereses políticos del Estado se confunden, en este caso, con la paulatina incorporación de un elemento laico y del discurso republicano en la cultura política chilena. Así lo demostró el presidente Prieto en su discurso inaugural a las sesiones del Congreso Nacional, cuando asoció esos derechos tradicionales con los conceptos de la modernidad política: “Vindicadores celosos de los derechos del patronato, que son los derechos mismos de la soberanía, toca a vosotros prescribir las formas legales de nuestras relaciones con el pontífice romano”.111 En el proceso de consolidación de la nueva visión del mundo, subsisten los referentes colectivos tradicionales y los nuevos. Se trata de una alteración muy lenta y difícil de percibir a nivel de superficie; en definitiva, un problema de predominio incierto. Lo que sí era evidente era el malestar de los sectores más liberales contra lo que percibían como el poder avasallador del clero. De allí que Joaquín Campino, ya en 1824, mostrara su alarma ante el representante de los Estados Unidos, Hermán Alien, porque ningún diputado osaría insinuar la conveniencia de la libertad de cultos por temor a ser asesinado. Ello hizo a Alien confesar su desconfianza ante la posibilidad de que Chile tuviera una república verdadera con ese grado de intolerancia.112


			Si bien no podemos negar estos elementos secularizantes presentes en los miembros más liberales de la clase dirigente, y debemos subrayar en muchos de ellos su inclinación por el autoritarismo estatal versus el eclesial, todo indica que el factor moderador que la religión ejercía sobre la sociedad, en tanto referente colectivo, y el factor de seguridad psicológica que añadía la posibilidad de acudir a la autoridad de la Iglesia para dirimir un conflicto social, era un bien muy preciado. Ello fue reconocido desde los primeros tiempos, y formó parte de la inspiración de Juan Egaña en su Constitución de 1823, caracterizada por sus énfasis moralistas. Así lo reconoció en carta a Joaquín Campino, donde decía que “la religión es el eje, y casi absoluto móvil, no solo de la moralidad de un pueblo, sino de su carácter nacional, de sus costumbres y del apego y respeto a las instituciones civiles”.113 Asimismo, en su “Memoria política sobre si conviene en Chile la libertad de cultos”, Egaña argumentó contra la existencia de más religiones, alegando que ponían en peligro la tranquilidad social y conducían a la guerra civil. Más allá del consenso sobre la fe verdadera y su utilidad como factor de cohesión social, la tensión entre Iglesia y Estado fue, de hecho, el eje sobre el cual se construyó la separación doctrinaria entre liberales y conservadores.114 Simultáneamente, en el ámbito de la fe, la religión católica permaneció prácticamente incontestada en todos los sectores ideológicos y sociales; la piedad popular y las prácticas religiosas fueron un hito importante del calendario decimonónico.115 Aún más, esta simbiosis entre catolicismo y Estado chileno que establecía la Constitución contribuyó a una identificación, explícita a nivel de discurso público, entre el ser católico y ser chileno. “Renunciar a la religión católica equivalía a renunciar al ser nacional. La nación, para conservar su identidad, debía mantenerse católica”.116 Ello, sin embargo, no impidió que el proceso de cambio de actitud siguiera su curso e invadiera áreas relevantes de la cultura.
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